SENTENCIA DE TUTELA 1ª INSTANCIA N°008
                                                    RADICACIÓN: 6600122040002018-002033-00


ACCIONANTE:      AMPARO DE JESÚS CAMPO
CONCEDE TUTELA

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
Providencia:
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Proceso:    
Acción de Tutela –Concede 
Radicación Nro. :

 6600122040002018-002033-00
Accionante: 
 AMPARO DE JESÚS CAMPO
Accionado:
 CENTRO DE SERVICIOS JUDICIALES MEDELLÍN Y OTRO
Magistrado Ponente: 
 JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
Temas: 

          ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / REMISIÓN DE EXPEDIENTE A JUEZ DE EJECUCIÓN DE PENAS / ANOMALÍAS ADMINISTRATIVAS / EXPEDIENTE ES INDISPENSABLE PARA PETICIÓN DE LIBERTAD CONDICIONAL / CONCEDE.  En efecto, como quiera que la interna AC, fue traslada hace aproximadamente cinco meses de un centro Penitenciario de la ciudad de Medellín al de mujeres de Dosquebradas, debió en esa misma oportunidad haber sido remitido el expediente en el cual se vigila la ejecución de su pena a los Juzgados encargados de tal labor en esta ciudad, lo cual no se hizo y ello fue lo que la motivó a pedir la protección de sus derechos fundamentales, en especial el de acceso a la administración de justicia, por cuanto no ha podido elevar las peticiones pertinentes con miras a obtener la libertad condicional, la cual en su sentir ya tiene derecho.

(…)

No obstante dicho mandato judicial, a la hora de ahora  y transcurridos tres meses, la misma no ha sido acatada por el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas de Medellín, al no haber sido recibida en esta ciudad la carpeta respectiva. Y lo que se aprecia es que esa dependencia lo que hizo fue anteponer una situación administrativa, como era el hecho de que no existía contrato para tomar las fotocopias del expediente, como así lo informó en su momento la Coordinadora Administrativa de Administración Judicial de Medellín mediante oficio de enero 15 de 2018, para omitir tal función.
Ha de entenderse entonces que anteponer esa anomalía administrativa por parte de la Secretaría del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas de Medellín para no enviar el expediente, va en contravía del derecho que reclama la accionante.
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TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, ocho (8) de marzo de dos mil dieciocho (2018)

                                                              Acta de Aprobación No. 228
                                             Hora: 2:00 p.m.
1.- VISTOS

Procede la Sala a decidir la acción de tutela instaurada por la señora AMPARO DE JESÚS CAMPO contra el Centro de Servicios Judiciales para los Juzgados de Ejecución de Penas de Medellín (Ant.) y Pereira (Rda.), al considerar vulnerados sus derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia, debido proceso y libertad.     

2.- SOLICITUD 

La señora AMPARO CAMPO informa que fue trasladada a la Reclusión de Mujeres de Pereira (Rda.) hace aproximadamente cinco meses, tiempo durante el cual ha solicitado de manera insistente a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín que envíen su proceso a esta capital para solicitar su libertad condicional por tener derecho a la misma, sin que a la fecha ello se haya logrado, lo cual estima injusto al requerir el expediente para los trámites judiciales y administrativos a que tiene derecho.

Pide se protejan los derechos vulnerados y se ordene que sea remitido el dossier respectivo a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.).

3.- CONTESTACIÓN

La Sala procedió a admitir la acción constitucional y corrió traslado de la misma a los Secretarios de los Centros de Servicios Administrativos para los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín (Ant.) y Pereira (Rda.), e igualmente, vinculó a los Jueces Coordinadores de esos despachos en ambas ciudades, así como al Juzgado Octavo de Ejecución de Penas de Medellín, a quien ejerce su defensa técnica, al Procurador Judicial y al Director de Administración Judicial de la capital Antioqueña. Al respecto informaron lo siguiente: 

- El Juez Octavo de Ejecución de Penas de Medellín (Ant.) señala que  ese despacho por auto 4471 de diciembre 6 de 2017 ordenó remitir, por competencia, a sus homólogos en Pereira (Rda.) copia del proceso con radicado 0500160990292012-00049 dentro del cual se encuentra condenada la señora AMPARO DE JESÚS CAMPO, al haber sido trasladada a la cárcel de esta municipalidad. Agregas  que pese a haber sido entregadas las diligencias en el Centro de Servicios desde diciembre 18 de 2017 para lo pertinente, a la fecha tal mandato no ha sido ejecutado, toda vez que según información del Secretario de esa dependencia no existe contrato para tales efectos, lo que soporta en oficio enviado  por la Coordinadora Administrativa de la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial. Estima que por parte del Juzgado a su cargo no se ha vulnerado derecho fundamental de la accionante.

- El Secretario del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas de Pereira (Rda.), informa que al revisar la base de datos Siglo XXI no se encontró que haya correspondido proceso alguno contra AMPARO CAMPO y se verificó que el mismo reposa en los Juzgados de Ejecución de Penas de Medellín.  Considera que ningún derecho fundamental se ha quebrantado.

- El Secretario del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas de Medellín (Ant.), expresa que se ordenó remitir por competencia el proceso seguido contra AMPARO CAMPO mediante auto de diciembre 7 de 2017, mandato que no ha podido cumplirse en tanto la Dirección Ejecutiva Seccional de Administración Judicial de Medellín (Ant.) no cuenta con contrato vigente para el servicio de fotocopiado.  Agrega que una vez se cuente con tal servicio se procederá de manera inmediata a reproducir la actuación y se enviará a su destino correspondiente.

- La abogada JOHANNA PAOLA MASCARÍN TORRES, apoderada de la accionante, informa que la señora AMPARO CAMPO hace aproximadamente cinco meses fue trasladada a la reclusión de Dosquebradas, sin que se hubiera allegado su proceso a los Juzgados de Ejecución de Penas de Pereira para solicitar el subrogado de la libertad condicional al que tiene derecho, y según le indicó la actora, aunque intenta llamar a los Juzgados de Medellín, no obtiene una respuesta positiva sobre la remisión del expediente, por lo cual interpuso la tutela.
- El Director Ejecutivo Seccional de Administración Judicial de Medellín, manifiesta que: (i) efectivamente el área administrativa le informó al Secretario del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas que para la referida fecha no se contaba con contrato para la prestación del servicio de fotocopiado, pero en la actualidad el mismo se encuentra vigente con la empresa ARTES GRÁFICAS LITOEMPASTAR SAS y por ende ya se pueden obtener las copias requeridas; (ii) resalta que el no haber contado con servicio de fotocopiado no era óbice para que el Centro de Servicios no haya expedido las copias requeridas, ya que cuenta con dos scanner a través de los cuales podrían reproducir los documentos requeridos y posteriormente allegarlos por CD o vía correo electrónico, con lo cual incluso se contribuye a la aplicación de las buenas prácticas en materia ambiental y la cultura de cero papel; (iii) si bien dicha Dirección debe realizar las labores contractuales en pro de la buena marcha de la administración judicial, ello implica una serie de gestiones previas, necesarias y de obligatoria observancia, sin que sea de recibo que se deniegue un derecho con fundamento en una falta de contrato, máxime si se cuenta con la posibilidad tecnológica; (iv) no le corresponde a esa Dirección ni a sus empleados adoptar decisiones para satisfacer el derecho reclamado, no obstante, de requerirse prelación frente a la solicitud de fotocopias se compromete a prestar la mayor colaboración pertinente, y (v) pide la desvinculación del trámite de esa Dirección y de la Coordinadora Administrativa.

4.- PRUEBAS

Se tuvieron en cuenta los documentos aportados por cada una de las partes.

5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 1° del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 1069 de 2015 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema planteado 

Le corresponde establecer a esta Sala de Decisión si ha existido en este evento violación a los derechos fundamentales de la actora; en caso afirmativo, cuál es la actuación que deben realizar las entidades involucradas, a efectos de cesar dicha vulneración.
5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este caso se desprende que lo pretendido por la interna AMPARO DE JESÚS CAMPO al concurrir ante el juez constitucional, es lograr que se termine con una situación que a su modo de ver atenta contra sus derechos fundamentales de acceso a la administración de justicia, debido proceso y libertad, como quiera que por parte de una de las entidades accionadas, esto es, el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín (Ant.), no ha remitido el trámite a los Juzgados de Ejecución de Penas de esta capital, habida cuenta de su traslado al Establecimiento Penitenciario y Carcelario “la Badea” de Dosquebradas (Rda.).

En efecto, como quiera que la interna AMPARO CAMPO, fue traslada hace aproximadamente cinco meses de un centro Penitenciario de la ciudad de Medellín al de mujeres de Dosquebradas, debió en esa misma oportunidad haber sido remitido el expediente en el cual se vigila la ejecución de su pena a los Juzgados encargados de tal labor en esta ciudad, lo cual no se hizo y ello fue lo que la motivó a pedir la protección de sus derechos fundamentales, en especial el de acceso a la administración de justicia, por cuanto no ha podido elevar las peticiones pertinentes con miras a obtener la libertad condicional, la cual en su sentir ya tiene derecho.

De la información allegada a este asunto, y al verificar los datos del proceso extraído de la página web de la Rama Judicial
, se puede observar que existe una anotación de noviembre 1° de 2011 en relación con un memorial en donde se da cuenta del traslado de AMPARO DE JESÚS CAMPO  a la RM -entiéndase Reclusión de Mujeres- de Pereira, el cual se pasó a despacho del Juez Octavo de Ejecución de Penas de Medellín –donde se vigilaba la pena de la accionante-, el día 3 de siguiente. Así mismo se observa anotación de noviembre 22 de 2017, donde el abogado CARLOS BUSTAMANTE, apoderado de la sentenciada, allega solicitud de remisión del proceso por competencia.

Surge evidente entonces, que el Juzgado Octavo de Ejecución de Penas desde noviembre 1° de 2017 tenía conocimiento que la interna AMPARO DE JESÚS CAMPO había sido trasladada a la Reclusión de Mujeres de Pereira, pero solo por auto de diciembre 07 de 2017 -un mes después- ordenó remitir la actuación a sus homólogos con sede en esta capital.

No obstante dicho mandato judicial, a la hora de ahora
 y transcurridos tres meses, la misma no ha sido acatada por el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas de Medellín, al no haber sido recibida en esta ciudad la carpeta respectiva. Y lo que se aprecia es que esa dependencia lo que hizo fue anteponer una situación administrativa, como era el hecho de que no existía contrato para tomar las fotocopias del expediente, como así lo informó en su momento la Coordinadora Administrativa de Administración Judicial de Medellín mediante oficio de enero 15 de 2018, para omitir tal función.
Esa y ninguna otra fue la razón por la cual se ha retardado el envío del expediente de la señora AMPARO DE JESÚS CAMPO, para que los Juzgados de Ejecución de Penas de esta ciudad continuaran la vigilancia de su pena, situación que en sentir de la Corporación vulnera su derecho fundamental de acceso a la administración de justicia, máxime cuando lo que ha referido la interna e indicado su apoderada, es que al parecer ya tiene derecho a solicitar la libertad condicional, petición que no ha podido entablar ante la inexistencia en esta ciudad de su proceso.
Ha de entenderse entonces que anteponer esa anomalía administrativa por parte de la Secretaría del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas de Medellín para no enviar el expediente, va en contravía del derecho que reclama la accionante. Y si bien para enero de 2018 no se contaba con la posibilidad de obtener las copias del dossier, lo que se debió hacer por esa dependencia según lo argumentado por el Director Seccional de Administración Judicial de Medellín, era usar “las tecnologías de la información, como lo sería el scanner para tomar la documentación pertinente y remitirla a los Juzgados de esta capital por vía electrónica”, mientras se podía enviar la totalidad del expediente debidamente fotocopiado, sin que se hubiere obrado de tal manera.

En relación con el derecho de acceso a la administración de Justicia, la Corte Constitucional en la Sentencia C-279 de 2013, señaló:
“El derecho a la administración de justicia también llamado derecho a la tutela judicial efectiva se ha definido como “la posibilidad reconocida a todas las personas residentes en Colombia de poder acudir en condiciones de igualdad ante los jueces y tribunales de justicia, para propugnar por la integridad del orden jurídico y por la debida protección o el restablecimiento de sus derechos e intereses legítimos, con estricta sujeción a los procedimientos previamente establecidos y con plena observancia de las garantías sustanciales y procedimentales previstas en las leyes”. Este derecho constituye un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso”.
En el presente caso, hasta tanto el expediente que se surte en contra de la señora AMPARO DE JESÚS CAMPO llega a los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, la interna ni su apoderada podrán hacer uso de los derechos que les asiste y elevar las peticiones liberatorias pertinentes. De esa manera, la mora impide el disfrute efectivo del derecho de acceso a la administración de justicia de la actora, y por ende se impone la protección que se invoca.

Por lo antes mencionado, la Sala tutelará el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia del que es titular la ciudadana AMPARO DE JESÚS CAMPO y en consecuencia ordenará al Secretario del Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín (Ant.), que, de no haberlo hecho ya, dentro de las 48 horas siguientes a la notificación de esta providencia remita las copias del dossier surtido en contra de la accionante, ante los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira (Rda.), donde se debe continuar la vigilancia de la pena que le fue impuesta.

En el evento que no haya sido posible expedir las copias del dossier pertinente, se insta a la Dirección Judicial de Administración Judicial de Medellín (Ant.) para que brinde la colaboración inmediata con miras a que la entidad accionada cumpla lo ordenado.

5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA

PRIMERO: SE TUTELA el derecho fundamental de acceso a la administración de justicia del cual es titular la señora AMPARO DE JESÚS CAMPO.

SEGUNDO: SE ORDENA al Secretario del Centro de Servicios Administrativos para los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Medellín (Ant.) que, de no haberlo hecho con antelación, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas siguientes a la notificación de la presente sentencia, remita a los Juzgados de Ejecución de Penas de Pereira (Rda.) las copias del expediente correspondiente a la interna AMPARO DE JESÚS CAMPO, para que sean estos despachos judiciales quienes se encarguen de vigilar su pena.

TERCERO: En caso de que dicho Centro de Servicios no haya podido obtener las copias del dossier pertinente, se insta a la Dirección Judicial de Administración Judicial de Medellín (Ant.) para que brinde la colaboración inmediata con miras a que la entidad accionada cumpla con lo acá dispuesto. 

CUARTO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala,
WILSON FREDY LÓPEZ
� Ver folio 38. 


� Ver constancia visible a folio 39. 
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